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RESOLUCIÓN  
 
 

En San Juan, Puerto Rico a  31 de agosto de 2016. 

La señora Alba Rojas Bermúdez (apelante o Rojas Bermúdez), 

quien compareció por derecho propio, presentó un recurso de apelación 

ante este foro revisor en el cual nos solicitó que dejemos sin efecto la 

sentencia emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San 

Juan, el 14 de enero de 2016, notificada a las partes el día 22 de igual 

mes y año.  Mediante el referido dictamen el TPI confirmó el laudo 

emitido por la Comisión apelativa del servicio público (CASP) en relación 

al proceso de arbitraje entre la Junta de Libertad Bajo Palabra (JLBP o la 

Agencia) y la Alianza Correccional de Servidores Públicos, representante 

sindical de la apelante, en la cual se concluyó que la destitución 

impuesta a la señora Rojas Bermúdez fue por justa causa.  

Aclaramos que aunque este recurso fue presentado como una 

apelación, lo acogemos como un certiorari en consideración a lo 

dispuesto en la Regla 32 (D) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 32. , disposición procesal que acoge 

lo resuelto por el Tribunal Supremo de Puerto Rico en Hospital del 
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Maestro v. UNTS, 151 DPR 934 (2000), y UIL Ponce v. Dest. Serrallés, 

116 DPR 348 (1985). La mencionada jurisprudencia dispuso que el 

mecanismo procesal adecuado para que el Tribunal de Apelaciones 

revise las sentencias finales del TPI emitidas en revisión de los laudos de 

arbitraje es el recurso de certiorari. No obstante, para propósitos de 

economía procesal, autorizamos que este retenga su actual identificación 

alfanumérica (KLAN201600134).    

Examinado el expediente ante nuestra consideración, 

determinamos denegar la expedición del auto de certiorari.  

I 

Conforme surge del expediente ante nuestra consideración los 

hechos pertinentes para resolver la controversia aquí planteada son los 

siguientes. 

La apelante ocupó un puesto de carrera en la JLBP como oficial 

examinadora.  No obstante, desde el 2003 hasta el 2010 fungió como 

miembro asociado de la JLBP, un puesto de confianza.  El 20 de 

diciembre de 2010, la apelante fue reinstalada a su puesto regular de 

carrera como oficial examinadora. Entre los meses de marzo y abril de 

2011 la apelante estuvo bajo tratamiento en descanso por la Corporación 

del Fondo del Seguro del Estado (FSE). El 15 de abril de 2011 la 

apelante fue referida por el FSE para evaluación y tratamiento de un 

siquiatra. Tras ser evaluada, se le recomendó continuar recibiendo 

tratamiento mientras trabajaba.  

 Ante el patrón de ausencias de la apelante y sin notificar a su 

supervisora las mismas, el 25 de agosto de 2011, el entonces presidente 

de la JLBJ, Lcdo. Esdras Vélez Rodríguez, envió a la señora Rojas una 

carta de intención de destitución.1 Ello, como consecuencia de que la 

apelante se encontraba ausente de su trabajo desde el 5 de julio de 

2011, información que surge del expediente de personal de la empleada 

y sin que se hubiese notificado la razón de sus ausencias. Se expresó en 

                                                 
1
 Con fecha del 22 de agosto de 2011. 
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la carta que conforme al Manual de conducta y acciones disciplinarias 

para empleados de la JLBP (Manual de conducta) su actuación 

constituía un abandono de servicio.  Se enfatizó en la misiva que el 

Manual de conducta define el abandono de servicio cuando el empleado 

se ausenta del trabajo durante 5 días laborables consecutivos sin la 

autorización previa del supervisor. Además, que la conducta de 

abandono de servicio conlleva como acción disciplinaria la destitución del 

puesto. Cónsono con ello, se le notificó a la apelante la intención de 

destituirla del puesto de oficial examinador. Asimismo, se le apercibió de 

su derecho a solicitar una vista administrativa informal dentro del término 

de 15 días contados a partir de la fecha de la notificación.  

 El 6 de septiembre de 2011 la apelante remitió carta al Lcdo. 

Vélez Rodríguez en la cual solicitó reunirse con éste. El día después, el  

Lcdo. Vélez Rodríguez contestó a la apelante informándole que todo 

reclamo debía realizarse en la vista administrativa informal.  

Tras oportunamente haber solicitado la celebración de una vista 

informal2, el 19 de octubre de 2011, el Lcdo. Guillermo Rodríguez, oficial 

examinador de la Unidad de Disciplina del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación, envió una carta a la apelante en la cual la citó para 

comparecer a una vista administrativa informal a celebrarse el 28 de 

octubre de 2011. Llegada la fecha de la vista, el Lcdo. Raúl Santiago 

Meléndez, identificado como el abogado de la apelante, solicitó la 

suspensión de la vista y su transferencia debido a un conflicto en 

calendario. Para ello, informó que tenía disponible los días 21 y 28 de 

noviembre. Cónsono con su ofrecimiento, se señaló vista para el 21 de 

noviembre de 2011. Nuevamente, el Lcdo. Santiago Meléndez solicitó 

transferencia de vista, ya que no fue hasta el 16 de noviembre que se le 

informó el señalamiento.  

Finalmente, la vista se celebró el 14 de diciembre de 2011 ante el 

Lcdo. Rodríguez Santiago. Ambas partes comparecieron a la vista y 

                                                 
2
 Conforme surge del Informe rendido por el oficial examinador.  
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tuvieron la oportunidad de presentar prueba. Aquilatada la prueba 

presentada así como el expediente laboral de la apelante y el derecho 

aplicable,  el 3 de mayo de 2012 el Oficial examinador emitió su informe. 

Surge del referido informe que a pesar de tener oportunidad para ello, la 

señora Rojas no presentó prueba alguna en cuanto a las alegaciones de 

abandono de trabajo presentadas por su patrono. Se limitó a cuestionar 

la jurisdicción del Secretario del Departamento de Corrección y del 

Presidente de la JLBP para intervenir en los procedimientos disciplinarios 

de los empleados. Acorde con la prueba presentada, el oficial 

examinador recomendó la destitución de la aquí apelante.  

Conforme a lo anterior, mediante carta fechada el 2 de julio de 

2012, la Lcda. Mercedes Peguero Moronta, presidenta de la JLBP para 

ese entonces, entregó a la apelante la carta de destitución. Determinó la 

JLBP que conforme al Informe del oficial examinador y la evidencia 

documental que obra en el expediente procedía la destitución de su 

cargo de oficial examinadora, efectivo al recibo de la comunicación. 

También se le informó a la apelante sobre su derecho a presentar una 

apelación ante la CASP dentro del término de 15 días de recibida la carta 

de destitución.  

Se desprende del expediente que el 20 de junio de 2012, la Lcda. 

Zulema Adorno Deida, Directora Ejecutiva de la JLBP,  remitió carta a la 

señora Rojas en respuesta a una misiva que ésta última le enviara el 18 

de junio de 2012 solicitando una reunión. La Lcda. Adorno Deida le 

recordó que tuvo la oportunidad de presentar ante el Oficial Examinador 

que celebró la vista informal todos aquellos asuntos relacionados con la 

imposición de la medida disciplinaria. A su vez, le alertó que cualquier 

otro asunto debía plantearlo ante la Sra. Maruxa Cárdenas, 

representante asignada por la Unión para atender los asuntos sindicales 

de los empleados.  

Así las cosas, el 10 de enero de 2012, la Alianza Correccional 

Unida- Servidores Públicos Unidos de Puerto Rico presentó una solicitud 
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de arbitraje de quejas y agravios en representación de la aquí apelante. 

Tras los trámites de rigor la vista fue celebrada el 14 de enero de 2014 

con la comparecencia del Lcdo. Claudio Rodríguez Rodríguez, 

representante legal de la JLBP, y la Lcda. Zulema Adorno, directora 

ejecutiva de la JLBP, y la Sra. Nilsa Solís, directora de recursos 

humanos de la JLBP, como testigos de la parte apelada. También 

compareció la Lcda. Yarlene Jiménez Rosario, representante legal de la 

Unión  y la apelante, quien prestó testimonio durante la vista.  

En la vista de arbitraje la apelante presentó copia de un certificado 

médico con fecha del 16 de enero de 2013 y suscrito por la Dra. Annette 

Martínez Díaz, siquiatra, sobre la condición de salud emocional de la 

apelante. Finalizada la vista, el árbitro Andrés Feliciano Morales 

concedió a las partes un plazo de 30 días para que presentaran 

alegatos.  

El 26 de agosto de 2014, el árbitro emitió Laudo de arbitraje. 

Debido a que las partes no lograron acordar un proyecto de sumisión, 

tomando en consideración el convenio colectivo aplicable, las 

alegaciones de las partes y la prueba presentada, el árbitro determinó 

que la controversia a resolver era si conforme al convenio colectivo, la 

prueba admitida y el resto del derecho aplicable, la destitución impuesta 

a la señora Rojas fue una por justa causa y de no haberlo sido se indique 

el remedio más adecuado. Tras una detallada exposición sobre las 

posiciones de ambas partes, los testimonios ofrecidos en la vista de 

arbitraje por ambas partes, la prueba presentada y el derecho aplicable, 

el árbitro concluyó que a la luz del convenio colectivo, los estatutos y 

reglamentos de la agencia así como el resto del derecho aplicable, la 

medida disciplinaria de destitución fue una por justa causa.  

Especificó el árbitro que la prueba aquilatada demostró que la 

apelante no presentó evidencia que justificara las ausencias de manera 

oportuna. No lo hizo ante la oficina de recursos humanos de la JLBP 

tampoco durante la vista administrativa informal. Ni tan siquiera cuando 
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recibió la carta de intención de destitución. Enfatizó el árbitro que la 

prueba demostró que la apelante estuvo ausente de forma consecutiva 

por más de 5 días laborables, que no tenía autorización de su 

supervisora ni de ningún otro empleado gerencial, y que lo anterior fue 

confirmado por la apelante al admitir que no había entregado los 

certificados médicos a persona alguna con autoridad. Además, que del 

propio testimonio de la apelante surgió que tuvo la oportunidad de 

entregar los certificados médicos  cuando el 6 de septiembre de 2011 se 

personó a las oficinas centrales de la JLBP para entregar una carta al 

Lcdo. Vélez y se encontró con la Sra. Nilda Solís, de recursos humanos, 

pero optó por no entregárselos a ésta ya que prefería dárselos al Lcdo. 

Vélez, quien le remitió la carta de destitución.   A preguntas del árbitro 

sobre porqué no entregó el certificado médico con anterioridad, la 

apelante aclaró que no le tenía confianza a la Sra. Solís, por lo cual no 

se lo entregó cuando se encontró con ella. No pudo entregárselo al Lcdo. 

Vélez ni a la Lcda. Peguero, ya que estos no le concedieron la reunión 

solicitada.  Aunque la Lcda. Adorno sí le concedió la reunión no se los 

entregó porque ésta no se los solicitó. Tampoco los presentó en la vista 

administrativa informal, toda vez que cuestionó la jurisdicción del oficial 

examinador y se le solicitó que presentara un memorando de derecho. 

Finalmente, al cuestionársele porque se ausentó del trabajo indicó que 

estaba emocionalmente indispuesta.  

Ponderado todo lo anterior, el árbitro confirmó la medida de 

destitución impuesta a la apelante y se desestimó la querella presentada. 

Al igual que en los demás dictámenes, se le apercibió a la apelante 

sobre su derecho a presentar un recurso de revisión judicial ante el TPI 

dentro del término jurisdiccional de 30 días.  

El 25 de septiembre de 2014, la apelante presentó el recurso de 

revisión de laudo de arbitraje ante el TPI.  Alegó que el laudo de arbitraje 

no fue emitido conforme a derecho, puesto que la medida disciplinaria de 

destitución no fue proporcional a la falta impuesta de abandono de 
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trabajo. Oportunamente, la JLBP presentó su recurso en oposición. 

Evaluadas las argumentaciones de ambas partes, el TPI emitió una 

detallada Sentencia en la cual determinó que no existían razones para 

apartarse  de la norma de deferencia reconocida por la jurisprudencia a 

las determinaciones de los árbitros, por lo cual declaraba no ha lugar el 

recurso de revisión de laudo de arbitraje. 

Especificó el TPI que la controversia presentada por la apelante 

giraba en torno a la actuación del árbitro al determinar que medió justa 

causa para la destitución de la recurrente de su empleo  y que la sanción 

impuesta es proporcional a la falta imputada. Sobre el particular, el TPI 

enumeró los hechos que fueron probados ante el árbitro, entre ellos, que 

la apelante se ausentó por más de cinco días consecutivos, luego de 

haber sido autorizada por el FSE a retornar a su trabajo y recibir 

tratamiento mientras trabajaba (CT), y que nunca notificó al patrono a 

pesar de las oportunidades que tuvo para hacerlo.  

Alertó el TPI que la prueba presentada durante todo el 

procedimiento administrativo, tanto ante el oficial examinador como ante 

el árbitro,  demostró que la apelante incurrió en el abandono de servicio.  

Indicó el TPI que la cantidad de excusas que brindó la apelante para no 

entregar el certificado médico no refutaron las alegaciones de abandono 

de trabajo y el incumplimiento con el Manual de conducta. La apelante 

alegó que “confió ciegamente en que al llamar a la oficina de recursos 

humanos, la Sra. Nilda Solís Morales haría los trámites pertinentes para 

informar a su supervisora que la recurrente estaría ausente por 

enfermedad; que no tenía confianza en su supervisora, ya que esta era 

la causante de los problemas emocionales, y que no le concedieron la 

reunión que solicitó con la directora ejecutiva de la JLBP. Determinó el 

TPI que las expresiones de la apelante no refutan lo probado por la 

agencia.  

El TPI catalogó la acción de destitución como una conforme a la 

Tabla de medidas correctivas y acciones disciplinarias que forman parte 
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del Manual de Conducta de los Empleados de la JLBP, por lo cual no es 

correcta la alegación de la apelante que dicha acción no es conforme a 

derecho. Llamó la atención el TPI a que el árbitro en su laudo destacó la 

importancia de las funciones de la JLBP en lo que respecta a los 

derechos de los confinados y  el hecho de que un oficial examinador se 

ausente por un periodo prolongado, sin justificación alguna,  causa un 

perjuicio a la JLBP y pone en riesgo los derechos constitucionales de 

algunos confinados.  

Además, el TPI indicó que las expresiones de la apelante en su 

recurso de revisión sobre la protección del Artículo 5-A de la Ley de 

Compensaciones por Accidentes en el Trabajo, no guardan ninguna 

relación con el presente caso, por lo cual no procede su aplicación.  

Puntualizó el TPI lo siguiente: 

… se desprende que la prueba presentada ante el 
árbitro fue clara y más que preponderante para establecer 
que la Sra. Alba T. Rojas Bermúdez se ausentó a su empleo 
por un periodo mayor de 5 días consecutivos, configurando 
así el abandono de servicio; que esta no notificó a sus 
supervisores que se ausentaría; y que no justificó dichas 
ausencias, todo ello en violación de las disposiciones legales  
y reglamentarias aplicables. Además, se estableció lo 
siguiente: (1) que el abandono del trabajo por parte de la 
recurrente provocó que no se pudieran ofrecer los servicios 
para los cuales está contratada, afectando así el normal 
funcionamiento de la Agencia; (2) que el proceso disciplinario 
conducido ante la Agencia cumplió con todos los requisitos 
del debido proceso de ley en lo que respecta a la notificación 
de formulación de cargos y oportunidad de ser oída en vista 
informal, según dispuesto en el Manual de Conducta; (3) que 
la determinación del árbitro estuvo fundamentada en los 
hechos probados en la vista informal y en el derecho 
aplicable; y (4) que la Agencia notificó su decisión final a la 
recurrente conforme a derecho.  

 
Cónsono con lo anterior, el TPI determinó confirmar el laudo de 

arbitraje. 

No conforme, la señora Rojas presentó Moción solicitando 

reconsideración y autorización, la cual fue declarada no ha lugar por el 

TPI.  

Aun inconforme con el dictamen emitido la señora Rojas Bermúdez 

presentó el recurso de apelación que nos ocupa.  Señaló que el TPI erró:  

1. al revisar y emitir sentencia confirmando el laudo arbitral. 
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2. al declarar no ha lugar a la reconsideración de sentencia.  

3. al no decretar la nulidad del laudo, ya que las funciones del 

árbitro no fueron conforme a la equidad que el procedimiento de arbitraje 

presupone y requiere. 

4. al confirmar un laudo de arbitraje que lejos de ser uno en 

derecho es uno basado en el criterio del árbitro e interpretación personal y 

aplicación errónea en derecho del término sobre “justa causa”.  

5. al determinar e interpretar como interpretó el árbitro que la 

sumisión fue si la destitución impuesta a la querellante fue por justa causa 

cuando debió ser si la misma fue conforme a derecho. 

6. al determinar y conceder gran deferencia al árbitro por decidir a 

base de criterio propio y no de aplicación e interpretación correcta del 

derecho y la evidencia, y entendió contrario a derecho que se debió tomar 

una medida disciplinaria que en el caso de la afectada que corresponde la 

destitución y confirma la medida impuesta por la Agencia. 

7. al emitir Sentencia confirmando un laudo de arbitraje donde el 

árbitro cometió grave y perjudicial error y abuso de discreción y violentó el 

derecho al trabajo de la afectada, amparándose en lo dispuesto en el Art. 

5.003, sin considerar lo dispuesto en el Art. 4.006 de la Ley de la 

Judicatura de  Puerto Rico, Ley Núm. 21-2003, según enmendada, y 

abusó de su discreción. 

8. al determinar confirmar y otorgar deferencia a un laudo de 

arbitraje que fue emitido ignorando los reglamentos y normas de la JLBP, 

el Manual de disciplina, las disposiciones de la Ley 184-2004, según 

enmendada y la Ley ADA, de la misma manera que lo hizo la Agencia.  

9. al determinar como hecho cierto y probado el que a la 

demandante le fuera celebrada la vista administrativa el 14 de diciembre 

de 2011 por parte de la Agencia que determinó destituirla de su puesto 

regular de carrera permanente para concluir al igual que el árbitro que no 

hubo violación del debido proceso de ley y que la agencia cumplió con los 

requisitos de ese derecho constitucional en lo que respecta a notificación 
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de formulación de cargos y oportunidad de ser oída en vista informal y no 

notar su falta de imparcialidad, el oficial examinador fungió como juez y 

parte.  

10. al acoger y dar por hecho la interpretación del árbitro sobre que 

las partes no se pusieron de acuerdo en el proyecto de sumisión. 

11. al concluir que la apelante demandante no justificó las 

ausencias motivo de la controversia.  

12. al concluir que la demandante incurrió en abandono de su 

empleo y provocó que no se pudieran ofrecer los servicios para los cuales 

está contratada.  

13. al concluir que la determinación del árbitro estuvo 

fundamentada en hechos probados en la vista informal y en el derecho 

aplicable.  

La JLBP y el Departamento de Corrección por conducto de la 

Oficina de la Procuradora General, presentaron su alegato en oposición.  

A continuación exponemos el derecho aplicable para resolver la 

controversia presentada ante este foro revisor.   

II 

A. Revisión de los laudos de arbitraje 

Como ya adelantamos, la revisión de las órdenes y sentencias 

emitidas por el foro primario, confirmando, modificando, corrigiendo o 

revocando un laudo de arbitraje, son revisables mediante el recurso de 

certiorari ante el Tribunal de Apelaciones.  La Regla 32(D) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B R. 32(D), 

establece que el recurso de certiorari para revisar una sentencia final en 

la que el TPI revisó un laudo de arbitraje, se formalizará mediante la 

presentación de una solicitud dentro del término de cumplimiento estricto 

de los treinta (30) días siguientes a la fecha del archivo en autos de copia 

de la notificación de la resolución u orden recurrida.  Constructora Estelar 

v. Aut Edif. Púb., 183 D.P.R. 1, 23 (2011).   
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El auto de certiorari, 32 L.P.R.A. sec. 3491 et seq., es el vehículo 

procesal extraordinario utilizado para que un tribunal de mayor jerarquía 

pueda corregir un error de derecho cometido por un tribunal 

inferior.  Pueblo v. Aponte, 167 D.P.R. 578, 583 (2006); Pueblo v. Colón 

Mendoza, 149 D.P.R. 630, 637 (1999).  Distinto al recurso de apelación, 

el tribunal de superior jerarquía tiene la facultad de expedir el auto de 

certiorari de manera discrecional. Rivera Figueroa v. Joe’s European 

Shop, 183 D.P.R. 580, 596 (2011).  En nuestro ordenamiento jurídico, 

esta discreción ha sido definida como una forma de razonabilidad 

aplicada al discernimiento judicial para llegar a una conclusión 

justiciera.  Lo anterior no significa poder actuar en una forma u otra, con 

abstracción del resto del derecho, porque, ciertamente, eso constituiría un 

abuso de discreción.  Pueblo v. Rivera Santiago, 176 D.P.R. 559, 580 

(2009); Negrón v. Srio. de Justicia, 154 D.P.R. 79, 91 (2001).     

Con el propósito de que podamos ejercer de una manera sabia y 

prudente nuestra facultad discrecional de entender o no en los méritos de 

los asuntos que nos son planteados mediante el recurso de certiorari, la 

Regla 40 del Reglamento de nuestro Tribunal, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B R. 

40, establece los criterios que debemos tomar en consideración al 

atender una solicitud de expedición de un auto de certiorari.  Esta Regla 

dispone lo que sigue a continuación:     

 
El Tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 
certiorari o de una orden de mostrar causa:     
  
(A)  Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho.     
  
(B) Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.   
  
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia.     
  
(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más 
elaborados.     
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(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta 
el caso es la más propicia para su consideración.      
  
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del 
pleito y una dilación indeseable en la solución final del 
litigio.     
  
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia.  4 L.P.R.A. Ap. 
XXII-B R. 40.     

  
 Los foros apelativos deben abstenerse de intervenir con las 

determinaciones de los tribunales de instancia cuando estén enmarcadas 

en el ejercicio de la discreción, salvo que se demuestre que hubo un 

craso abuso de discreción, o que el tribunal actuó con prejuicio o 

parcialidad, o que se equivocó en la interpretación o aplicación de 

cualquier norma procesal o de derecho sustantivo, y que la intervención 

en esa etapa evitará un perjuicio sustancial.  Lluch v. España Service 

Sta., 117 D.P.R. 729, 745-746 (1986).   

Asimismo, en cuanto a la revisión judicial de los laudos de arbitraje, 

las determinaciones de los árbitros gozan de gran deferencia. Aut. 

Puertos v. HEO, 186 DPR 417, 426-427 (2012), citando con aprobación a 

Condado Plaza v. Asoc. Emp. Casinos, supra, y J.R.T. v. Junta Adm. 

Muelle Mun. de Ponce, 122 D.P.R. 318 (1988). Consistente con dicho 

estándar de revisión judicial, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

expresado que los tribunales no deben considerar los méritos de un laudo 

y la revisión se limitará a las instancias en las que quede demostrada la 

existencia de fraude, conducta impropia del árbitro, falta del debido 

proceso de ley, ausencia de jurisdicción, omisión de resolver todas las 

cuestiones en disputa o que el laudo sea contrario a la política pública. 

Aut. Puertos v. HEO, supra, a la pág. 427, citando con aprobación a 

COPR v. SPU, 181 D.P.R. 299, 328 (2011). Como excepción a esta 

norma, si las partes han pactado que se resolverá conforme a derecho, 

“los tribunales podrán corregir errores jurídicos en referencia al derecho 

aplicable”. Id.  
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Otra de las instancias en las cuales procede la revisión judicial a 

manera de excepción es cuando se alega la falta del debido proceso de 

ley en el procedimiento de arbitraje, ya que nos encontramos antes 

alegaciones de índole constitucional. El debido proceso de ley que se 

exige en un procedimiento de arbitraje es el mínimo necesario que 

acredite una resolución justa de la controversia. Así, nuestro 

ordenamiento jurídico estableció que se cumple con el debido proceso de 

ley en el ámbito obrero patronal cuando se le notifica al agraviado de los 

cargos en su contra, se celebra una vista y se le da la oportunidad al 

empleado de  presentar evidencia. Aut. Puertos v. HEO, supra, a las 

págs. 429-430.   

 

III 

Luego de examinar detenidamente el expediente junto al derecho 

aplicable y las determinaciones emitidas por el arbitro, determinamos que 

el TPI actuó conforme a derecho y no incurrió en craso abuso de 

discreción, ni actuó con prejuicio o parcialidad, por lo que no procede 

expedir el auto solicitado. 

De los dictámenes emitidos relacionados con la controversia no 

hay duda alguna que la apelante estuvo ausente de su trabajo en exceso 

de cinco días de forma consecutiva sin notificar a ninguno de sus 

supervisores las razones de su prolongada ausencia. Tal conducta, 

violentó tanto el convenio colectivo aplicable, como el Manual de 

conducta de la JLBP. Además, no hay indicio alguno que la JLBP haya 

actuado contratio al debido proceso de ley. Toda la prueba demostró lo 

contrario.  

En fin,  ante la falta de prueba que demuestre que el TPI actuó 

contrario a derecho, incurrió en craso abuso de discreción, o actuó con 

prejuicio o parcialidad,no existe razón alguna para intervenir con el 

dictamen. Consecuentemente, no procede expedir el auto solicitado. 

 

 



 
 

 
KLAN201600399 
 

 

14 

IV 

Conforme a los fundamentos antes esbozados, se deniega la 

expedición del auto de certiorari.   

Notifíquese. 

           Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

 

 

                                                 
                                 Dimarie Alicea Lozada   
                        Secretaria del Tribunal de Apelaciones        

 

 


